PROPUESTAS PARA CUESTIONARIO REPORTAJE HUMEDALES

Chile, como país, está ubicado en el lugar número 10 de los más afectados por el cambio climático. ¿Qué rol protector brindan los humedales frente al cambio climático y qué importancia le da él, en una región emblemática, y donde la ciudadanía está muy atenta?

Los humedales son sin duda uno de los factores claves en muchas de las políticas públicas y medidas que se adopten para enfrentar el cambio climático. Muchos creen que la defensa que muchos hacemos de los humedales es por un tema paisajístico o estético, cuando en realidad de lo que se trata es de internalizar en la planificación y gobernabilidad de las ciudades que estos cuerpos de agua ayudan a proteger su entorno natural disminuyendo la velocidad y fuerza de las tormentas, reduciendo el impacto de tsunamis y evitando la erosión de la línea costera. Además, los humedales incrementan la resiliencia frente al cambio climático pues tiene la capacidad de capturar importantes volúmenes de dióxido de carbono. Para el caso de la región de Los Ríos, esta es una situación aun más importante, pues los humedales han estado desde siempre en el territorio y ha sido la presencia humana la que los ha ido afectando y deteriorando. Por eso, no se trata solo de que la ciudadanía esté más atenta y movilizada, sino que también se trata de una ciudadanía más informada y organizada que no se conforma pasivamente a ver como el entorno, y dentro de él los humedales, se va afectando, porque ya no se trata solo de conservar el patrimonio aun existente -por cierto menos al de nuestros antepasados- sino de cuidar el medio ambiente que estamos usando prestado de nuestros hijos.
Proyectos mal planificados en los territorios o que tienen malas prácticas están ejerciendo fuerte presión e impactos en los humedales de Chile. El desarrollo inmobiliario, la salmonicultura, la minería, la agricultura, la actividad petrolera y la expansión de puertos, son algunos de ellos, entre otros. Pareciera que en los humedales se da la ley de la selva y no hay control ni fiscalización de instancia alguna. ¿Es tan así?

En realidad, lamentablemente, el problema de fondo es más general y amplio. Lo que hoy detectamos e identificamos como actividades que presionan sobre los humedales, son en realidad problemas que también afectan otros aspectos del medio ambiente y que derivan de un tema común: la falta de planificación y ordenamiento territorial. Es lo que sucede cuando discutimos sobre antenas celulares, rellenos sanitarios, cementerios, cárceles y otras, porque hasta hoy su instalación en general está regulada solo sobre la base de la oferta y la demanda, sin considerar los contextos ambientales, humanos, sociales y culturales, ni tampoco las vocaciones productivas de los territorios. Un ejemplo claro en la región de Los Ríos es, por ejemplo, la decisión unánime y políticamente transversal del Consejo Regional, en el sentido de rechazar la instalación de plantas salmoneras u otro tipo de pisciculturas, entendiendo que el plan de desarrollo regional tiene otras miradas, las que consideran entre otras cosas la protección de los lagos de la región.  
Promover la participación del sector privado. ¿Cómo? ¿Pareciera que ellos generan todos los males?

Dado el modelo de desarrollo que tiene hasta hoy nuestro país la participación del sector privado es inevitable y, ciertamente, en muchos casos, deseable. El problema no está en su presencia, sino en que ella contribuya efectivamente a ponerle un valor agregado que el Estado no está en condiciones legales o económicas de hacer. Lamentablemente, sobre todo en las regiones y, especialmente en temas que afectan el medio ambiente los privados aparecen, repetidamente, en conflicto con el bien común. Y por qué ocurre ello?. En muchos casos no es posible apreciar muchas razones lógicas para explicar decisiones que desde el minuto uno se sabía en que terminarían. Y la verdad es que no sirve de nada que las empresas se victimicen justamente porque los temas más sensibles para la ciudadanía están en manos privadas y su constante discurso de que son capaces de hacer las cosas de mejor forma que el Estado a veces les juega en contra cuando la gente ve, por ejemplo, que las empresas sanitarias o eléctricas tiene millonarias utilidades, que son implacables en el cobro de las cuentas, aunque tengan fallas, pero que al final terminan mostrando una cara precaria cuando se descargan las aguas servidas a un lago contaminándolo o cuando se instalan torres pasando por encima de lugares sagrados para una comunidad indígena. A ello se agrega la percepción compartida de que las externalidades de los proyectos quedan en las comunas y regiones, pero las ganancias siempre terminan en Santiago. Y no se trata de que la gente no aprecie la inversión privada, sino que esperan que empresas que posan de grandes y modernas actúen como tales y no crean que comprando unas mallas para arcos, unas camisetas para el club deportivo o una copa para el campeonato están siendo buenos vecinos de las comunidades. La gente y el propio Estado esperan que las empresas escuchen a las personas, respeten la diversidad y particularidad de cada región y que el negocio legítimo que quieren emprender no se haga a costa ni de la calidad de vida de las comunidades ni del medio ambiente. 
En el año 2005, el Consejo de Ministros de CONAMA, aprobó la Estrategia Nacional para la Conservación y Uso Sustentable de los Humedales. Cómo ha funcionado esta Estrategia? Se busca implementar un marco de acción legal e institucional para lograr su conservación y uso sostenible. ¿Será efectivo?

En su momento esta fue una buena medida que buscaba prospectivamente asumir una posición frente a un tema que solo se veía cuestionado colateralmente. Eso se refleja, por ejemplo, en que al inicio del documento de dicha estrategia se habla de “uso racional de humedales” y en que, en general está más centrado en la protección de los sitios que estaban bajo la protección de la Convención Ramsar y en la implementación de políticas, como la de contar con normas secundarias de calidad del agua en el contexto del manejo de cuencas hidrográficas, lo que se suponía beneficiaría a los humedales como parte de esos ecosistemas generales. Pero el tiempo ha mostrado que la situación era más compleja, porque tampoco avanzamos tanto en materia de gestión de cuencas, aunque sí se ha avanzado en la dictación de normas, pero sin lograr efectos acumulativos positivos para las cuencas. La discusión que hoy tenemos sobre proteger los humedales es similar en algunos aspectos a la que tuvimos en materia de glaciares: primero se habló de protegerlos a todos y dictar normas para excepcionalmente desafectarlos, para luego terminar diciendo que todos pueden ser intervenidos y algunos, excepcionalmente, serán protegidos. Los humedales no Ramsar han sido tan afectados o están en tal estado de desprotección que hablar de “uso sustentable” no parece ser el mejor punto de partida. Es justamente por esta discusión que presentamos el proyecto que busca proteger, especialmente, a los humedales urbanos, periurbanos y costeros, porque sabemos que la norma general que es la Convención Ramsar solo protegerá a una pequeña parte de los miles de humedales que hay a lo largo del país. Hoy el gobierno también está definiendo una nueva estrategia con sitios priorizados para su conservación y en el texto del proyecto que crea el Servicio de Biodiversidad logramos instalar normas generales sobre humedales. Eso sumado a una ley de humedales urbanos y otras iniciativas que paralelamente busquen la protección de los humedales altoandinos y a las turberas, podrían configurar un marco legislativo que avance hacia formas más eficaces de protección de los humedales y una institucionalidad más eficiente, donde los municipios jueguen un rol preponderante.
¿Qué importancia tiene la generación de conocimiento científico, y cuál es la postura del Senador en este ítem, que ha sido despreciado por los diversos gobiernos?

Yo no diría que los sucesivos gobiernos hayan “despreciado” el conocimiento científico, sino más bien que el propio modelo económico aun tan rígido y ortodoxo como el chileno, más centrado en exportaciones y equilibrios macroeconómicos, imposibilitó que un factor que en otras naciones con que nos gusta compararnos pudiera desarrollarse adecuadamente. Hoy, cuando cada vez es más claro que la cobre-dependencia de nuestra economía no durará para siempre y cuando las nuevas tecnologías permitieron romper paradigmas forzados y gracias a ellos las energías renovables desplazaron un sistema eléctrico “carbonizado”, nadie duda que la ciencia y la innovación tienen un lugar privilegiado en la superación del actual modelo extractivista y construcción de un nuevo modelo económico que aspire al viejo anhelo de agregarle valor a lo que se produce en Chile. Por eso, la creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación, que esperamos pronto tenga ministro o ministra designado no es una meta alcanzada, sino el inicio de un largo camino que, indudablemente, deberá contar con un mayor compromiso del Estado en el financiamiento, la formación y perfeccionamiento de profesionales. Y cuando hablamos del Estado no hablamos solo del gobierno de turno, sino también del Poder Legislativo desde donde hace ya varios años venimos haciendo un esfuerzo relevante en materia de difusión y de apertura a un  diálogo social sobre ciencia a través del Congreso del Futuro, que ha sido un espacio vital para construir un puente entre la academia, la sociedad, las regiones y el Estado, que además ha tenido estupendos resultados.
¿Cuál es su opinión acerca del Sistema de Evaluación Ambiental? ¿Es poco riguroso? ¿Se requiere una Ley de humedales?

Creo que se trata de dos temas separados pero complementarios. El sistema de evaluación de impacto ambiental es y será siempre perfectible, porque debe ir adecuándose a las realidades y exigencias de cada momento. Tal vez lo que hemos tenido es una demora en ir superando cada etapa en el momento más adecuado y eso ha significado que existan cuestionamientos sobre su eficacia. De hecho hoy mismo estamos en medio de un proceso de revisión y actualización, a la espera de que el actual gobierno haga su propuesta de reforma que esperamos no sea solo para flexibilizar el sistema en favor de la inversión. El problema no es solo de mayor o menor rapidez. Por el contrario, confiamos en que la evaluación ambiental sea cada vez más eficiente y riguroso, siempre y cuando los proyectos se hagan de verdad poniendo todas las cartas sobre la mesa, escuchando a las comunidades, respetando los territorios y no tratando de recuperar la inversión hecha en pocos meses. En ese contexto el sistema de evaluación hoy no permite garantizar la protección de los humedales, excepto aquellos que tiene el status Ramsar. Por eso nuestra propuesta legal busca integrar los humedales como una categoría que debe ser considerada por los instrumentos de planificación y de ordenamiento territorial antes de adoptar decisiones sobre proyectos. Y eso también significa que la evaluación no siempre debe tener una mecánica, como hasta hoy, en que la mayoría de los proyectos se aprueban acompañados de una larga lista de “recomendaciones”, es decir de todo aquello que deben hacer para que el proyecto funcione, pero que no venía en el estudio o declaración. También debe contemplarse, como parte de la rigurosidad, el rechazo de proyectos que potencialmente puedan afectar el medio ambiente, no importando de cuánto sea la inversión del titular.
¿Cómo se regula la inferencia del mundo privado con el carácter de bien público de los humedales? Me refiero específicamente al rol que ejerce empresas constructoras, salmoneras y aquellas que arrojan desechos o escombros a los humedales.

Como dije antes, la dicotomía que existe frente a la protección de humedales no es sector privado v/s humedales, sino más bien inversión privada v/s falta de ordenamiento territorial. Si existieran normas y criterios claros sobre la protección de bienes naturales, estén en predios públicos o privados no habría tantos problemas. Pero cuando se deja todo a la “mano invisible del mercado”, esa desregulación solo garantiza que los intereses del particular terminarán colisionando con los de la comunidad. Las ciudades necesitan inversión y actividad privada, pero también necesitan protección de sus pulmones y riñones naturales, porque una ciudad con mucha inversión pero sin áreas verdes, parques, ni humedales, solo termina siendo un grupo de personas y casas que conviven en un mismo territorio, pero no es una ciudad con desarrollo y progreso colectivo, y menos aun con sustentabilidad. Este tipo de dicotomías en otras partes han sido abordadas de distinta forma -que es otra conversación que apoyamos fuertemente- y que, afortunadamente, terminó en la promulgación de la Ley de Derecho Real de Conservación, que es un tipo de contrato entre privados y el sector público u otros privados interesados en proteger determinados bienes comunes. Sin embargo no hay que olvidar que las empresas o actividades son desarrolladas por seres humanos que muchas veces, equivocadamente, buscan atajos para sus negocios, olvidando que esos by pass a la institucionalidad o a las leyes siempre terminan teniendo consecuencias que, lamentablemente, en muchos de los casos solo afectan a terceros. Confiamos en que los privados serán cada vez más capaces de autoexigirse y autoimponerse estándares de responsabilidad social, pero que cuando no lo hagan existan leyes que sancionen esas faltas, como sí ocurre en esos países con los que nos gusta compararnos.
El ministerio del Medioambiente está desarrollando el Programa Nacional de Protección de Humedales 2018-2022. Este programa permitirá incrementar en cerca de un 13% el número de áreas protegidas a nivel nacional, pasando de las actuales 176 áreas protegidas existentes a una cifra cercana a las 200 unidades. ¿Es eso suficiente? La clase política debiera hacer algo más?

Para quienes creemos que la conservación natural es también una forma amplia de progreso y desarrollo nunca será suficiente proteger solo una parte de una riqueza o bien natural y conformarnos. Siempre querremos el máximo posible de protección y que la desafectación sea siempre la excepción. Eso no quiere decir que no se valoren los avances en materia de áreas protegidas. Pero ese avance estadístico debe ser parte de una política integral, porque no sirve de mucho que mientras por un lado se avanza en protección, por el otro estamos concesionando parques u otras áreas protegidas o se estén discutiendo leyes que afectan el uso del borde costero también desde una lógica pro-inversión. Por cierto, esperamos que la definición de esos nuevos espacios de protección se hagan dialogando con los actores sociales y políticos relevantes de las regiones y no se caiga en el error de otras políticas públicas en que la decisión se adopta entre cuatro paredes de un ministerio en Santiago,  porque esa fórmula ya probó que al final solo significa problemas y cuestionamientos perfectamente evitables. Desde la política, y especialmente desde el Parlamento, deberemos seguir atentos a las realidades que representamos y conocemos, manteniendo un diálogo abierto y permanente con la sociedad civil organizada, para legislar en favor de un justo equilibrio y convivencia entre el interés privado y el bien común, de manera que las actividades económicas puedan desarrollarse normalmente, pero sin afectar el patrimonio natural de todos.
